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E ste libro constituye un verdadero tratado de Derecho cooperati-
vo, que consta de veintinueve capítulos elaborados por grandes 
especialistas en la materia que en más de ochocientas páginas 

tratan desde aspectos más generales a cuestiones de detalle en el ámbito 
societario, tributario y fiscal de las sociedades cooperativas. La obra se 
divide en cuatro grandes partes: los principios y valores cooperativos de 
la Alianza Cooperativa Internacional (ACI); la recepción legal de los dis-
tintos principios cooperativos; los nuevos principios cooperativos; y los 
principios cooperativos y la fiscalidad de las cooperativas. 

 En el primero de estos bloques se aborda el origen y la evolución de los 
principios y valores cooperativos de la ACI y, en especial, su discutido ca-
rácter de fuente del Derecho. El bloque segundo de la obra está dedicado al 
Derecho positivo español, donde se analiza cómo éste ha acogido y desarro-
llado los siete principios cooperativos de la ACI: 1.º de adhesión voluntaria 
y abierta, 2.º de control democrático de los miembros, 3.º de participación 
económica, 4.º de autonomía e independencia, 5.º de educación, formación 
e información, 6.º de cooperación entre cooperativas y 7.º de interés por la 
comunidad. Este análisis se realiza teniendo en cuenta la legislación estatal 
y autonómica de cooperativas, con continuas referencias al derecho compa-
rado. En este bloque se abordan temas de tanto interés práctico como es el 
derecho de baja voluntaria de los socios y las cada vez mayores excepciones 
legales a su ejercicio, la posibilidad del articular el voto plural ponderado en 
la asamblea general, las prácticas de buen gobierno corporativo en el conse-
jo rector, el régimen económico de las cooperativas y la dotación de fondos 
obligatorios, por poner sólo algunos ejemplos. 

 En el bloque tercero de la obra se analizan por separado los nuevos 
principios que algunas leyes cooperativas autonómicas han reconocido re-
cientemente en su articulado (sostenibilidad empresarial y medioambien-
tal, fomento del empleo estable y de calidad, igualdad de género, etc.). Por 
último, el bloque cuarto trata de manera monográfica la relación entre los 
principios cooperativos y la fiscalidad de este tipo de entidades.
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Principio de educación,  
formación e información1

Antonio José Macías Ruano
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Sumario: 	 1. Introducción. 2. El principio cooperativo de educación, 
formación e información. 3. Alcance legal del principio 
en materia de educación y formación. 4. Alcance legal del 
principio en la información al exterior. 5. El fondo de edu-
cación y promoción cooperativa. 5.1. La dotación del fon-
do de educación y promoción. 5.2. El destino del Fondo 
de Educación y promoción. 5.2.1. El destino del FEP en 
la educación y formación de socios. 5.2.2. El destino del 
FEP en la información al exterior. 5.2.3. El destino del 
FEP en el concurso de la cooperativa. 6. La formación 
profesional cooperativa. 7. Bibliografía.

1.	 INTRODUCCIÓN

En España, la sociedad cooperativa es una estructura societa-
ria tipificada que en la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas 

1  Esta publicación es uno de los resultados del Proyecto de I+D+i PY20_01278 de 
generación de conocimiento «frontera» del Plan Andaluz de Investigación, Desarrollo e 
Innovación (PAIDI 2020), financiado por la Consejería de Transformación Económica, 
Industria, Conocimiento y Universidades de la Junta de Andalucía y fondos FEDER, ti-
tulado “La reformulación de los principios cooperativos y su adaptación estatutaria para 
satisfacer las actuales demandas sociales, económicas y medioambientales”, concedido al 
Centro de Investigación CIDES de la Universidad de Almería.
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(LCOOP), se define como: “una sociedad constituida por personas 
que se asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para 
la realización de actividades empresariales, encaminadas a satisfacer 
sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, con estructura 
y funcionamiento democrático, conforme a los principios formulados 
por la alianza cooperativa internacional –ACI–, en los términos resul-
tantes de la presente Ley” (art. 1º LCOOP).

Como señala la definición legal de la norma estatal, la determi-
nación de esos principios es una función que ha desarrollado, y de-
sarrolla, la ACI, de forma cambiante2, interpretando y readaptando 
la concepción del deber ser de las cooperativas al momento histórico, 
económico y social concreto, y de forma homogénea a nivel mundial.

Es cierto que la presencia nominal de los principios cooperativos 
en la normativa nacional, con el tiempo, ha ido variando de intensi-
dad. En el actual régimen jurídico de ámbito supra-autonómico, la 
Ley 27/1999 (LCOOP), se ha eludido, al igual que ya hizo la anterior 
Ley 3/1987, de 2 de abril, General de Cooperativas (LGC), la enumera-
ción explícita y sistemática de los principios cooperativos fijados por 
la ACI (arts. 1.1 LCOOP, y 1.3 LGC), enunciación que sí hacía la Ley de 
19743, donde se enumeraban éstos (art. 2º L. 52/1974), coincidentes 
con los que había fijado esta Entidad internacional en su Congreso 
de Viena de 1966, dándoles rango de exigibilidad legal. En la legis-
lación vigente, la mención a los principios cooperativos enunciados 
por la ACI se hace para conformar la estructura y funcionamiento de 

2  Así lo destacan VARGAS, et al, fuera del ámbito de las cooperativas de Alemania y 
su entorno, en Derecho de las sociedades cooperativas. Introducción, constitución, estatuto 
del socio y órganos sociales, La Ley, Madrid, 2014, p. 29. Concretando VARGAS que “los 
principios cooperativos no son concepciones inmodificables… hay que hablar de su re-
latividad tanto histórica como jurídico-positiva”, en “El principio cooperativo de puertas 
abiertas (adhesión voluntaria y abierta). Tópico o realidad en la legislación y en la prácti-
ca societaria”, CIRIEC-España, Revista Jurídica de Economía Social y Cooperativa, núm. 
27, 2015, p. 136.

3  Las anteriores leyes de cooperativas a la de 1974, no hacían ninguna mención a 
principios cooperativos. Desde luego la Ley de 4 de julio de 1931, por fecha, aún no se 
había celebrado el primer congreso en el que fueron fijados (París, 1937); en la Ley de 
27 de octubre de 1938, en plena Guerra Civil, el Gobierno golpista solo se preocupó por 
el control político-administrativo de las cooperativas; y en la última antes de la de 1974, 
la Ley de 2 de enero de 1942, en plena dictadura, contemplar la vigencia de principios 
como el de democracia no era una opción –aunque en el preámbulo de la Ley se afirma 
la necesidad de la actualización de las distintas reformas operadas por el propio régimen 
que consideraba “una legislación cuyo carácter social-democrático era bien marcado”–.



Principio de educación, formación e información

523

las cooperativas, pero solo “en los términos resultantes de la presente 
Ley” (art. 1.1 LCOOP), lo que supone que, en la legislación españo-
la, la presencia de los principios cooperativos, pueden resultar una 
“mera declaración programática, sin contenido real”4.

Esta paulatina pérdida de significación legislativa de los princi-
pios cooperativos5 que la ACI hace periódicamente, no merma la 
atención que la práctica unanimidad de la doctrina presta al análisis 
de los principios cooperativos a la hora de conceptualizar a las coope-
rativas6, ya que su materialización es lo que identifica a estas socie-
dades de otros operadores económicos. Y el hecho de que el legislador 
haya condicionado la aplicación de los principios cooperativos a los 
términos que resulten del texto legal, exige de un análisis pormenori-
zado de la ley nacional, y de las autonómicas, para apreciar el ajuste 
de la normativa vigente a los principios y valores identitarios coopera-
tivos, para, así ratificar, exigir su corrección, o completar el ser, con el 
deber ser, de las cooperativas.

El deber ser de las cooperativas exige el acomodo de su estructu-
ra y funcionamiento acorde con los principios y valores cooperativos. 
La visión de la identidad cooperativa basada en principios ha esta-
do presente desde el nacimiento del propio movimiento cooperativo. 
Prácticamente desde la fundación de la ACI en 1895, uno de los prin-
cipales objetivos de la organización fue desarrollar un estudio relati-
vo a los auténticos principios y identitarios con validez universal7. 
Así, con este objetivo, la ACI tomó como punto de partida las denomi-
nadas reglas de Rochdale, extraídas de los estatutos de la considera-

4  Vid. JULIÁ IGUAL, J.F. y GALLEGO SEVILLA, L.P., “Principios Cooperativos y 
legislación de la sociedad cooperativa española. El camino hacia el fortalecimiento de 
su carácter empresarial”, REVESCO, Revista de Estudios Cooperativos, núm. 70, 2000,  
p. 137.

5  En contra de esta opinión, ALFONSO SÁNCHEZ, R., “La cooperativa de segundo 
grado como tipo legal de sociedad cooperativa”, en Derecho de sociedades. Libro home-
naje a Fernando Sánchez Calero, Vol. V”, AA.VV., Edit. McGraw Hill, Madrid, 2002, pp. 
4576-4577.

6  En este sentido, VICENT CHULIÁ, F. señala que los principios cooperativos “cons-
tituyen la quintaesencia del ideario cooperativo desde los Estatutos de la Cooperativa de 
Rochadle, con su progresiva reelaboración práctica y doctrinal, hasta su formulación por 
la Alianza Cooperativa Internacional”, en Compendio Crítico de Derecho Mercantil, Tomo 
I, Barcelona, Librería Bosch, 2ª Edición, 1986, pp. 563-564.

7  Vid. DE MIRANDA, J.E., “De la propedéutica de los principios cooperativos a la in-
tercooperación como pilastra del cooperativismo”, Boletín de la Asociación Internacional 
de Derecho Cooperativo, núm. 48, 2014, p. 150.
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da como primera sociedad cooperativa de consumo con éxito, la The 
Rochdale Society of Equitable Pioneers, fundada en 1844. Los trabajos 
en la ACI para la concreción de los principios cooperativos comen-
zaron en 1919, y la cuestión fue discutida en los congresos que se de-
sarrollaron en la década de 1920. En el Congreso de Viena de 1930, 
se nombró un comité especial para investigar las condiciones en las 
que eran aplicadas las reglas de Rochdale en los diversos países, para 
precisar cuáles pudieran ser los principios cooperativos. Las conclu-
siones del comité se presentaron en el Congreso de Londres de 1934, 
aunque fue en el Congreso de París de 1937 donde se aprobaron8 los 
denominados principios cooperativos9.

Esta primera formulación de los principios universales del coope-
rativismo tuvo un carácter dual, esto es, se establecieron cuatro prin-
cipios denominados “primarios”, necesarios para que una cooperativa 
pudiera considerarse como tal y afiliarse a la Alianza, a saber, la libre 
adhesión, el control democrático, la distribución de los excedentes a 
prorrata de las transacciones efectuadas, y el interés limitado al capi-
tal; y tres principios “adicionales”, recomendables, pero no impres-
cindibles, que eran la “neutralidad política y religiosa, las compras y 
ventas al contado, y la promoción de la educación”10.

La formulación de estos principios hay que entenderla en su con-
texto histórico11, porque a partir del Congreso de París de 1937, el 
mundo cambió drásticamente: La Segunda Guerra Mundial (1939-
1945); la descolonización de un gran número de países12; un “formi-

8  Vid. ARANZADI TELLERÍA, D., Cooperativismo industrial como sistema, empresa 
y experiencia, Bilbao, Universidad de Deusto, 1976, p. 75.

9  Vid. BÖÖK, S., Valores cooperativos para un mundo en cambios. Informe para el 
Congreso de la ACI, Tokio, octubre 1992, Fondo editorial Cincoop, 1992, p. 224.

10  Vid. MARTÍNEZ CHARTERINA, A., “Los valores y los principios cooperativos”, 
REVESCO. Revista de Estudios Cooperativos, núm. 61, 1995, p. 36.

11  Los principios son formulados bajo la importante influencia del movimiento coo-
perativo británico, sesgado por el cooperativismo de consumo; sin la toma en considera-
ción relevante de planteamientos provenientes de los países del ámbito soviético; en un 
mundo en el que gran parte de los territorios son colonias de potencias europeas; con una 
contienda bélica en España; y con el auge de movimientos totalitarios que auspiciaron 
la Segunda Guerra Mundial. Sobre el particular, vid. MATEO BLANCO, J., “Historia de 
la reforma de los principios cooperativos”, REVESCO. Revista de Estudios Cooperativos, 
núm. 53, 1985.

12  Vid. QUIROGA y MORO, “La descolonización”, en Historia Social Contemporánea. 
Una invitación a pensar desde el Sur, Edit. Papel Cosido, Universidad Nacional de La 
Planta, 2020.
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dable crecimiento económico” y un “definitivo avance de la globali-
zación”13; la creación de organismos internacionales para la unión de 
países como la ONU (1945), y para la confrontación entre éstos como 
la OTAN (1949) y su respuesta desde el ámbito soviético: el Tratado de 
Amistad, Colaboración y Asistencia Mutua, más conocido como Pacto 
de Varsovia (1955), o de carácter económico en el ámbito Europeo 
como la CECA (1952), el EURATOM (1958), y la CEE (1957); y la de-
nominada Guerra Fría de los bloques geoestratégicos, desde 194714.

El cooperativismo se tiene que adaptar a la nueva realidad eco-
nómica, política y social. Así, cuando la ACI llega al Congreso de 
Bournemouth en 1963, designa una comisión para elaborar los prin-
cipios de base de la actividad cooperativa según el contexto situacio-
nal del momento, y del futuro que se presentaba15, reformulando los 
principios universales cooperativos para presentarlos en el Congreso 
de Viena de 1966. Fue en este Congreso de 1966 donde se aprobó la 
propuesta de la Comisión, que formulaba seis principios cooperati-
vos, sin distinción entre primarios o adicionales, que actualizaban los 
del Congreso de París de 193716.

Con anterioridad al Congreso de la ACI celebrado en Manchester, 
en 1995, por la doctrina ya se atisbaba una interrelación de los prin-
cipios cooperativos con valores cooperativos básicos implícitos. Pero 
fue en este Congreso, donde se volvieron a reformular los principios 
cooperativos, manteniendo los del Congreso de Viena con la incorpo-
ración del principio de interés por la comunidad, pero donde también 
se contempló el nuevo elemento identitario de las cooperativas: los va-
lores cooperativos, que son puestos en práctica por los principios. Así 
se afirma que los principios cooperativos son las directrices mediante 
las que las cooperativas ponen en práctica sus valores.

13  BERNARDOS SANZ, et al, en Historia Económica. La evolución de la Economía 
Mundial tras la Segunda Guerra Mundial (1945-1991), Universidad Nacional de Educación 
a Distancia, 2014, p. 5.

14  Vid. MCMAHON, R., La guerra fría.  Una breve introducción, Madrid, Alianza 
Editorial, 2009, pp. 55-65.

15  Vid. DE MIRANDA, J.E., “De la propedéutica de los principios...”, ob. cit., 2014, 
p. 155.

16  En enunciación sintetizada, dada la extensión del contenido de los principios 
utilizada en el Congreso para su concreción: Adhesión voluntaria y abierta; Control de-
mocrático; Devolución limitada a la equidad; Los superávits pertenecen a los miembros; 
Educación para los miembros y el público en los principios cooperativos; y Cooperación 
entre cooperativas.
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En el Congreso de Manchester se fijan los vigentes principios coo-
perativos17, vinculados con los valores cooperativos18. Pero, como ha 
señalado la propia ACI, tanto los valores, como los principios, deben 
ser contemplados de forma global y complementaria19, dado que, nin-
guno aisladamente considerado servirá para diferenciar, por sí solo, a 
una cooperativa respecto a cualquier otro operador económico con-
currente, aunque si nos centrados en un único principio, veremos si 
se refuerza el alcance de esa premisa. Nos centraremos en este capí-
tulo en el contenido del quinto principio, el de educación, formación 
e información para ver el alcance legislativo en cumplimiento de esta 
directriz identitaria cooperativa, y algunos de los problemas que plan-
tea su actual régimen jurídico nacional.

2.	 EL PRINCIPIO COOPERATIVO DE EDUCACIÓN, 
FORMACIÓN E INFORMACIÓN

El principio de educación, formación e información es un prin-
cipio que proviene de los originalmente fijados en los estatutos de la 
Cooperativa de los Pioneros de Rochdale20, y que ha sido calificado 
como “la regla de oro del cooperativismo”21. A este principio, “dentro 
de la historia de la cooperación se le ha dado una importancia cons-

17  Los de adhesión voluntaria y abierta; gestión democrática de los miembros; par-
ticipación económica de los miembros; autonomía e independencia; educación, forma-
ción e información; cooperación entre cooperativas; e interés por la comunidad.

18  Los valores en los que se basan −o debían basar− las cooperativas son: autoayu-
da, autorresponsabilidad, democracia, igualdad, equidad y solidaridad. Vid. https://www.
ica.coop/es/cooperativas/identidad-alianza-cooperativa-internacional.

19  Vid. ESTARLICH, V., “Los valores de la cultura económica cooperativa”. Boletín 
de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 36, 2002, p. 131.

20  Como señala ARANZADI TELLERÍA, D., Cooperativismo industrial..., ob. cit., 
1976, p. 74, según qué autor haya formulado los principios que se derivan de los esta-
tutos de la Cooperativa de los Pioneros de Rochdale, tal principio es denominado como 
“Educación económica y cooperativa” para Cole; el principio de “Constitución de un fon-
do colectivo en vista de la propaganda y de la educación” para la Escuela de Nimes; o el 
principio de “Educación de los socios”, para Lambert.

21  El calificativo, además de por su relevancia, posiblemente esté relacionado con el 
hecho de que, en 1862, en el Almanaque de la Sociedad de los Pioneros de Rochdale que se 
publicaba cada año, se elaboró un “largo capítulo a la sección de educación”, potencian-
do y poniendo en valor su presencia e incidencia en la dinámica cooperativa, y su carátu-
la estaba impresa en tinta de oro sobre fondo azul. Vid. HOLYOAKE, G.J., Historia de los 
Pioneros de Rochdale, Marge Books, 2020, p. 147.

https://www.ica.coop/es/cooperativas/identidad-alianza-cooperativa-internacional
https://www.ica.coop/es/cooperativas/identidad-alianza-cooperativa-internacional
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tante”22, puesto que “ha sido uno de los principios fundamentales del 
movimiento cooperativo desde que éstos se formularon por primera 
vez [… ya que] la educación ha sido y sigue siendo la energía vital de 
todas las cooperativas y un motor del desarrollo cooperativo”23.

Entre los fines que se preveían en los primigenios Estatutos de la 
sociedad de Rochdale, se enunciaba que “Desde el momento que sea 
posible, esta sociedad emprenderá […] la distribución de la educa-
ción” (objetivo I). En 1849, en el seno de esta cooperativa se creó el 
“Departamento de Educación”, con la creación de una biblioteca y una 
sala de lectura, cuyo uso, en muy poco tiempo, experimentó un creci-
miento exponencial entre los socios, proponiéndose, y acordándose, 
en 1854, que el 2,5 % del beneficio neto de la Sociedad se dedicara 
anualmente a la educación, quedando incorporado a los Estatutos este 
destino del porcentaje de las ganancias24. Cualificar y hacer más cul-
tos a los cooperativistas, además de servir de instrumento de mejora 
personal de los socios, potenciaba a la propia cooperativa. El interés 
por la educación es el reflejo de una de las máximas preocupaciones 
del inspirador del movimiento cooperativo, y de la propia sociedad de 
Rochdale, Robert Owen25, quien, ya en su etapa de gestor de la fábrica 
textil en New Lanark, desde principio del siglo XIX, creó escuelas de 
párvulos para los hijos de los trabajadores a partir de los dos años26, 
implantando, además, un programa educativo que se extendía hasta 
los catorce años en escuelas elementales y, a partir de esa edad, en es-
cuelas politécnicas27.

Con la reformulación de los principios cooperativos que hizo la 
ACI en su Congreso de Manchester de 199528, se perfiló este princi-
pio, a los efectos que nos trae, como aquel por el que “Las cooperativas 

22  Vid. ARANZADI TELLERÍA, D., “Cooperativismo industrial…”, ob. cit., 1976, p. 92.
23  Vid. ACI, Notas de orientación para los principios cooperativos, 2015, p. 63.
24  Vid. MARTÍNEZ CHARTERINA, A., “El principio cooperativo de educación, for-

mación e información desde una perspectiva histórica doctrinal”, Boletín de la Asociación 
Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 57, 2020, p. 137.

25  Vid. ACI, Notas de orientación…, ob. cit. 2015, p. 63.
26  Vid. ENGELS, F., Del socialismo utópico al socialismo científico, Madrid, 

Fundación Federico Engels, 2006, 2006, p. 52.
27  Vid. MARTÍNEZ CHARTERINA, A., “El principio cooperativo de educación…”, 

ob. cit., 2020, p. 135.
28  Al margen de los tres Congresos enunciados de la ACI en los que se aprueban los 

principios identitarios cooperativos, la atención que la Alianza ha mantenido en torno 
al principio concreto de educación y formación es constante. Sobre el particular, vid. 
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brindan educación y entrenamiento a sus miembros, a sus dirigentes 
electos, gerentes y empleados, de tal forma que contribuyan eficaz-
mente al desarrollo de sus cooperativas […] La educación significa 
[…] comprometer la mente de los socios, dirigentes elegidos, adminis-
tradores y empleados para que comprendan plenamente la comple-
jidad y riqueza del pensamiento y acción cooperativos. Capacitación 
significa asegurar que todos aquellos que están asociados a las coo-
perativas tienen la pericia necesaria para hacer frente efectivamente 
a sus responsabilidades./ La educación y la capacitación también son 
relevantes porque ofrecen importantes oportunidades por donde los 
dirigentes cooperativistas pueden comprender las necesidades de sus 
socios. Deberían llevarse a cabo de manera tal que evalúen constan-
temente las actividades de la cooperativa y sugieran formas de mejo-
rar los servicios existentes u ofrecer nuevos[…]/ El principio termina 
reconociendo que las cooperativas tienen la responsabilidad particu-
lar de informar a los jóvenes y a los líderes de opinión […] sobre “la 
naturaleza y los beneficios” de la cooperación [… ya que] la gente no 
apreciará, no apoyará aquello que no comprende”29.

Con la concepción del quinto principio que ha hecho la ACI se 
abarca tanto al ámbito interno de la sociedad cooperativa, como su 
proyección hacia el exterior30. En el ámbito interno, el principio se 
manifiesta, en lo que se refiere a la educación y formación, en la pre-
tensión de la cualificación de los directivos de la cooperativa para 
que sean mejores gestores; la de sus trabajadores para que sean más 
productivos; y la de sus socios, para mejorar su conocimiento y acti-
tud hacia el instrumento que les permite desarrollar su actividad, su 
sociedad cooperativa. Igualmente se pretende la elevación del nivel 
cultural y formativo de todos los elementos subjetivos de las socieda-
des cooperativas, empezando por los socios para que éstos sean más 
competitivos, y, por qué no, más libres y más felices, con base al co-
nocimiento y la educación. En cuanto al contenido de la información 

MARTÍNEZ CHARTERINA, A., “El principio cooperativo de educación…”, ob. cit., 2020, 
pp. 139-141.

29  Vid. ACI, “Documento de referencia acerca de la Declaración de la ACI sobre 
Identidad Cooperativa”, Revista de Idelcoop, Vol. 23, núm. 97, 1996, p. 13.

30  Vid. RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, A.R., “Educación, formación e información de 
los socios en las cooperativas (un principio cooperativo al servicio del fomento del em-
pleo de calidad)”.  CIRIEC-España, Revista Jurídica de Economía Social y Cooperativa, 
núm. 33, 2018, p. 122.
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que requiere el principio en el ámbito interno de la cooperativa, se 
expandiría al conocimiento que han de tener los integrantes de la coo-
perativa, tanto sobre la estructura, como el desarrollo de la actividad, 
para ser consecuentes, en lo que a cada uno compete, con su interés 
y el de la sociedad, aunque esta derivada de la información está rela-
cionada con el segundo de los principios cooperativos, el de gestión 
democrática31.

Y respecto de la proyección externa del principio, se pretende, fun-
damentalmente, por un lado, la mejora del nivel educativo del entorno 
donde desarrolla la cooperativa su acción económica; y, por otro lado, 
el dar a conocer el modelo cooperativo, para potenciar esta fórmula 
de desarrollo de la actividad32, puesto que, como se ha señalado, “la 
gente no apreciará, no apoyará aquello que no comprende”.

3.	 ALCANCE LEGAL DEL PRINCIPIO EN MATERIA DE 
EDUCACIÓN Y FORMACIÓN

El legislador nacional nunca ha puesto en valor el aspecto identi-
tario que ha fijado la ACI en su definición de cooperativa como enti-
dad “para hacer frente a sus necesidades y aspiraciones económicas, 
sociales y culturales comunes”. En todas las leyes sustantivas nacio-
nales de cooperativas, siempre se ha contemplado las dos primeras de 
las aspiraciones: las económicas y las sociales, nunca las culturales33, 
con lo que nuestro marco legal jamás ha apostado por una clase de 
cooperativa que busque, en exclusividad, el desarrollo cultural de sus 

31  Vid. MACÍAS RUANO, A.J., “El quinto principio internacional cooperativo: edu-
cación, formación e información. Proyección legislativa en España”, en CIRIEC-España, 
Revista Jurídica de Economía Social y Cooperativa, núm. 27, 2015, p. 251.

32  Vid. ARANZADI TELLERÍA, D., Cooperativismo industrial…, ob. cit., 1976,  
p. 93.

33  En la Ley de 4 de julio de 1931 y en la de 27 de octubre de 1938: “tenga por obje-
to satisfacer alguna necesidad común, procurando el mejoramiento social y económico 
de los asociados”; en la Ley de 2 de enero de 1942: “al objeto de lograr fines comunes de 
orden económico-social”; en la Ley 52/1974, de 19 de diciembre: “realiza, en régimen 
de empresa en común, cualquier actividad económico-social”; en la Ley 3/1987, de 2 de 
abril: “intereses o necesidades socio-económicas comunes””; y en la vigente de 1999: 
“encaminadas a satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales”. Todas 
las definiciones se contienen en los respectivos artículos uno de cada una de las leyes 
enunciadas.
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miembros. Sí quizá el del entorno, con las cooperativas de enseñanza, 
en la medida en que la labor docente se materializa en la educación 
(art. 103 LCOOP), y las de iniciativa social, donde se recoge expresa-
mente la realización de actividades culturales para la integración de 
quienes sufran cualquier clase de exclusión social (art. 106 LCOOP).

No obstante, la recepción legislativa del principio tuvo un gran 
impulso desde el Reglamento de la primera Ley de Cooperativas de 
1931. En el Decreto de desarrollo de la Ley, de fecha 2 de octubre 
de 1931, en su artículo 11, ya se previó la misión de la denominada 
“Subcomisión del Consejo de Trabajo”, que haría una intensa labor 
de difusión y divulgación del modelo cooperativo, aunque no para los 
socios, sino para la ciudadanía en general, utilizando la imprenta, las 
proyecciones, la radiodifusión y demás medios auxiliares. También 
organizaría por sí, o con las Organizaciones Cooperativas, las ense-
ñanzas especiales y complementarias que en cada ocasión parezcan 
más convenientes, atendiendo a la formación de los futuros profeso-
res de cooperación y de los directores e Inspectores de cooperativas. 
Igualmente, se previó la organización de una enseñanza ambulante, 
prestar ayuda a los Centros deseosos de dar cursos breves o leccio-
nes especiales sobre cooperación y contribuir a la organización y ce-
lebración de Concursos, exposiciones, conferencias y congresos, por 
propia iniciativa o secundando iniciativas ajenas. Para esta labor de 
difusión y enseñanza de la Cooperación, el mismo Gobierno previó la 
creación de un fondo específico para servicios y gastos que respondie-
ran estricta y directamente a tales fines (arts. 11 y 12 Decreto de 2 de 
octubre de 1931).

Esta labor institucional y pública de difusión del cooperativismo 
responde a la visión del primer Gobierno de la Segunda República 
española y a la materialización de su proyecto de Ley de Instrucción 
Pública, que pretendía potenciar la educación pública34, asumien-
do el compromiso de formar a los formadores para la expansión del 
cooperativismo.

Tras el golpe de Estado de 1936, en plena contienda, el Gobierno 
militar publicó la Ley de 27 de octubre de 1938, de Cooperativas. En 
esta ley se mantiene la normativa anterior, con algunas modificacio-

34  Vid. SAMANIEGO BONEU, M., La política educativa de la Segunda República, 
Madrid, C.S.I.C., 1972, p. 80.
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nes propias del nuevo régimen, sin hacer referencia alguna a la difu-
sión y enseñanza en materia cooperativa. Con la Ley de 2 de enero de 
1942, se prevé el fondo de obras sociales (arts. 8.e y 19), pero, igual-
mente sin hacer ninguna mención a formación o educación. Con la 
Ley 52/1974, de 19 de diciembre, General de Cooperativas, muy cer-
cana al final de la dictadura franquista, se hace referencia a la vigen-
cia del principio de “educación y promoción sociales y cooperativas” 
(art. 2.f), creando el fondo obligatorio de Educación y Obras Sociales, 
manteniendo parcialmente la terminología de la Ley de 1942, pero 
dándole un contenido acorde con el enunciado del principio coope-
rativo de educación aprobado en el Congreso de Viena de la ACI, de 
1966, que abarcaba “la educación y promoción de los socios de la coo-
perativa, de los empleados y directivos de la misma y de sus respecti-
vas familias” (art. 17.3). En la normativa de 1974 no se hacía referen-
cia al entorno social más allá de la familia. Con la Ley 3/1987, de 2 de 
abril, General de Cooperativas, se mantiene el Fondo obligatorio de 
Educación y Promoción, determinando el destino del mismo: a) La 
formación y educación de sus socios y trabajadores en los principios 
cooperativos, así como la difusión de las características del cooperati-
vismo en el medio social en que desenvuelva su actividad./ b) La pro-
moción de las relaciones intercooperativas./ c) La promoción cultu-
ral y profesional del entorno local o de la comunidad en general (art. 
89), ampliando el área de aplicación del principio a un ámbito social 
más allá del familiar. Este instrumento de financiación y el destino del 
mismo se mantiene en la vigente Ley de Cooperativas de 1999, aunque 
incrementándolo a “la mejora de la calidad de vida y del desarrollo 
comunitario y las acciones de protección medioambiental” (art. 56.1.c 
LCOOP).

Pero, lo cierto es que el principio de educación, formación e in-
formación, “no es susceptible de traducirse en fórmulas o expresio-
nes legales concretas y precisas toda vez que siempre existe un cam-
po más o menos amplio para su realización, más allá de la visión del 
legislador”35. La fórmula que ha empleado el legislador nacional para 
materializar el principio es, como veremos, la de exigir destinar a edu-
cación y formación porcentajes de sus ganancias anuales.

35  Vid. CRACOGNA, D., “El principio de educación cooperativa y su recepción le-
gislativa”, Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 57, 2020, 
pp. 30-31.



Antonio José Macías Ruano

532

4.	 ALCANCE LEGAL DEL PRINCIPIO EN LA INFORMACIÓN AL 
EXTERIOR

Como se ha expuesto, el quinto principio cooperativo contiene 
dos proyecciones, una interna, centrada en la educación y forma-
ción de sus socios, directivos y trabajadores; y otra externa, referida 
a la información que han de procurar las cooperativas para potenciar 
esta fórmula de desarrollo de la actividad, procurando la extensión 
del movimiento cooperativo como alternativa a la realidad econó-
mica capitalista dominante. Se trata de que la “tarea formativa de la 
cooperativa ha de extenderse al público en general para interesar y 
atraer a los que no son socios, y evitar oposiciones y resistencias al 
movimiento”36.

El objetivo es claro, se trata de dar conocimiento de la empresa 
cooperativa, una empresa gestionada democráticamente a través de 
valores y principios, sabiendo que no se va a apreciar ni apoyar aque-
llo que no se entiende37.

Para la ACI, la “información” consiste en el deber de asegurarse de 
que los demás, que forman parte del público en general, y “en especial 
los jóvenes y los líderes de opinión”, conozcan la empresa cooperativa. 
Se trata del “deber de informar […] acerca del carácter de la empresa 
cooperativa, basado en principios y valores, así como de las ventajas 
que tiene para la sociedad una empresa cooperativa”38. Señala la ACI 
singularmente a dos colectivos como destinatarios de las acciones de 
información: por un lado los jóvenes, dado que “el futuro del planeta y 
de la sociedad civilizada, redundará en beneficio de los jóvenes el que 

36  Vid. ARANZADI TELLERÍA, D., Cooperativismo industrial…, ob. cit., 1976, p. 
93, citando a RIAZA BALLESTEROS. En parecidos términos se expresa ARNÁEZ ARCE, 
cuando afirma que esta tarea “aspira a que tanto los socios, los directivos y representan-
tes y los empleados de las cooperativas, así como los poderes públicos y la sociedad en 
general, comprendan, y cuando menos conozcan, cuáles son los fundamentos y el sentido 
del Movimiento Cooperativo: sus valores, sus derechos y responsabilidades y el papel que 
ha desarrollado a lo largo de la historia. Y ello, con el fin de que, conociéndolos y asu-
miéndolos, todos ellos trabajen por su evolución, desarrollo, consolidación y difusión”, 
en “Educación, formación e información. El compromiso cooperativo con la juventud”, 
en Difusión de los valores y principios cooperativos entre la juventud, ARNÁEZ (coord.), 
Dykinson, 2015, pp. 187-188.

37  Vid. MARTÍNEZ CHARTERINA, A., “El principio cooperativo de educación…”, 
ob. cit., 2020, p. 143.

38  Vid. ACI, Notas de orientación…, ob. cit., 2015, p. 66.
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entiendan las ventajas sociales, económicas y medioambientales que 
crean las empresas cooperativas sostenibles”; y, por otro lado, “los lí-
deres de opinión: porque tienen que entender el carácter distintivo de 
la empresa cooperativa y los valores y principios en que se basa para 
satisfacer las normas aceptadas internacionalmente y que exigen que 
las condiciones para las cooperativas no sean menos favorables que 
las que se conceden a otras formas de empresa”39.

La ACI, recogiendo la opinión de quien fuera su presidente Ivano 
Barbarini, ha denunciado que, efecto de la globalización ha sido la 
“invisibilidad” de las cooperativas en el ámbito académico, desapa-
reciendo “de los libros de texto sobre economía en la última mitad de 
siglo”40. Esta es una realidad que contraría al principio cooperativo 
de información al exterior. Sin embargo, a nivel institucional, se ha 
mostrado un gran interés por la promoción del modelo cooperativo 
por organismos tan relevantes como la Organización Internacional 
del Trabajo, que en su Recomendación número 193, de 2002, procu-
ra visibilizar el modelo cooperativo haciendo un llamamiento a ni-
vel mundial para la promoción de las cooperativas, con afirmaciones 
como “Deberían adoptarse medidas para promover el potencial de 
las cooperativas en todos los países, independientemente de su nivel 
de desarrollo […] las políticas nacionales deberían […] promover la 
educación y la formación en materia de principios y prácticas coo-
perativos en todos los niveles apropiados de los sistemas nacionales 
de enseñanza y formación y en la sociedad en general”; o las propias 
Naciones Unidas que, tras diversas resoluciones41, con fecha 27 de 
abril de 2023 publicó su Resolución A/77/L.60, con el título de “pro-
moción de la economía social y solidaria para el desarrollo sosteni-
ble”, donde viene a reconocer la labor, junto con otras entidades de la 
economía social, de las cooperativas, alentando, a nivel mundial, la 
promoción de todas ellas.

A nivel europeo, la preocupación institucional por la promoción de 
las cooperativas también ha sido manifiesto. Así, en la Comunicación 
de la Comisión Europea sobre fomento de las cooperativas en Europa 
(COM/2004/0018 final), dentro de las acciones para el fomento de la 

39  Ibidem, p. 66.
40  Ib., p. 69.
41  Entre otras, la 76/135, de 16 de diciembre de 2021, titulada “Las cooperativas en 

el desarrollo social”.
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fórmula cooperativa, se centra en la “Divulgación de la importancia 
económica de las cooperativas”, con distintas acciones a desarrollar, 
así como su el fomento de la educación y formación reglada, universi-
taria o profesional.

A nivel nacional, también se han desarrollado políticas legislati-
vas en torno a la potenciación del modelo cooperativo, que empeza-
ron, como se ha señalado, con el Decreto de 2 de octubre de 1931, 
con las funciones asignadas a la que fuera la Subcomisión del Consejo 
de Trabajo; y que, actualmente se observa en normas como el Real 
Decreto-Ley 4/2015, de 22 de marzo, para la reforma urgente del 
Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito la-
boral. En esta norma se recoge como previsión de actuación en los 
planes plurianuales del sistema de formación profesional para el em-
pleo que han de diseñar el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, 
junto con, en este caso, las organizaciones intersectoriales represen-
tativas de las empresas de la economía social, las ofertas formativas 
para trabajadores desempleados, que “podrán estar orientadas […] al 
fomento de la economía social” (art. 12.2 RDL 4/2015), con lo que es 
la propia administración pública quien, potenciando la economía so-
cial, y dentro de ella a las cooperativas, desarrolla el quinto principio 
internacional del cooperativismo en lo referente a “informar al públi-
co en general, particularmente a jóvenes creadores de opinión acerca 
de la naturaleza y beneficios del cooperativismo”.

Y a nivel institucional universitario, en España, aunque es muy 
escasa la oferta formativa que ofrecen las universidades, estas sí que 
cumplen con las expectativas que señala la ACI en cuanto a la exigen-
cia del principio de información. Dentro de la especialización univer-
sitaria, más allá de las titulaciones clásicas, en distintas universidades 
se oferta formación superior oficial de postgrado42, o cursos de ense-
ñanzas propias universitarias organizados por centros de investiga-
ción de estas universidades43. Con estas acciones, se cumple el objeti-

42  Como el Master Máster Universitario en Economía Social (Cooperativas y 
Entidades no Lucrativas) ofertado por la Universitat de València (https://www.uv.es/
uvweb/master-economia-social-entidades-no-lucrativas/es/master-economia-social-coo-
perativas-entidades-no-lucrativas-1285879836096.html).

43  Como, a modo de ejemplo, el Centro de Investigación en Derecho de la Economía 
Social y en la Empresa Cooperativa (CIDES) de la Universidad de Almería (https://cides.
ual.es/), o la Escuela de Especialización Profesional en Economía Social, Cooperativas y 

https://www.uv.es/uvweb/master-economia-social-entidades-no-lucrativas/es/master-economia-social-cooperativas-entidades-no-lucrativas-1285879836096.html
https://www.uv.es/uvweb/master-economia-social-entidades-no-lucrativas/es/master-economia-social-cooperativas-entidades-no-lucrativas-1285879836096.html
https://www.uv.es/uvweb/master-economia-social-entidades-no-lucrativas/es/master-economia-social-cooperativas-entidades-no-lucrativas-1285879836096.html
https://cides.ual.es/
https://cides.ual.es/
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vo perseguido por la ACI de informar sobre el modelo cooperativo a 
los jóvenes −la mayoría de los alumnos integrantes de este tipo de for-
mación–, y a los líderes de opinión −que ya es el profesorado que par-
ticipa, tanto el personal académico como los profesionales externos 
que suelen participar; y el de quienes lo serán en un futuro inmediato, 
los propios alumnos asistentes−.

Sin embargo, la labor de información del modelo cooperativo de-
bería estar presente en la formación y docencia no universitaria, en 
forma de talleres, actividades, o, directamente en formación reglada, 
y máxime cuando los valores que identifican a las cooperativas, y que 
son puestos en práctica por los principios cooperativos, tienen un 
componente moral y ético que se expande al tuétano de la educación 
que ha de recibir todo alumno.

5.	 EL FONDO DE EDUCACIÓN Y PROMOCIÓN COOPERATIVA

Para el desarrollo íntegro del quinto principio cooperativo, como 
se ha señalado, el legislador nacional una mantenido la herramienta 
financiera propia para este tipo de sociedades: el Fondo de Educación 
y Promoción cooperativo –FEP–. Tanto en la Ley nacional (art. 56 
LCOOP), como en los distintos regímenes autonómicos cooperati-
vos44, en el régimen especial de las cooperativas de crédito (art. 8.3 L 
13/1989), en el tributario específico para cooperativas (arts. 18 y 19 L 
20/1990), y en el contable (Orden ECO/3614/2003), se prevé la exigen-
cia de la creación, dotación, y destino del FEP.

Otras Organizaciones de Participación (EESCOOP) de la Universidad Complutense de 
Madrid (https://www.ucm.es/eescoop/), y otros tantos.

44  En todas las legislaciones autonómicas se ha contemplado la existencia y obligato-
riedad del FEP, aunque no en todas ellas se utiliza la misma terminología para designarlo. 
Así, se denomina “Fondo de Educación y Promoción” en las legislaciones autonómicas de 
Aragón (art. 59 LCA), Asturias (art. 101 LCPA), Baleares (art. 96 LCIB), Castilla-León (art. 
72 LCCL), Cataluña (art. 85 LCC), Extremadura (art. 84 LSCE), Canarias (art. 78 LCIC), 
y Navarra (art. 51.3 LFCN); “Fondo de Formación y Promoción Cooperativo” en las legis-
laciones autonómicas de Cantabria (art. 74 LCCAN), Galicia (art. 68.2 LCG), Murcia (art. 
76 LCRM), La Rioja (art. 76 LCLR), y Valencia (art. 72 LCCV); “Fondo de Promoción y 
Formación Cooperativa” en la Ley de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha (art. 
91 LCC-LM); “Fondo de educación y promoción del cooperativismo” en la Comunidad 
de Madrid (art. 62 LCCM); “Fondo de Formación y Sostenibilidad” en Andalucía (art. 71 
LSCA); y en la legislación del País Vasco, se refiere al fondo como “contribución para la 
educación y promoción cooperativa y otros fines de interés público” (art. 72 LCPV).

https://www.ucm.es/eescoop/
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El FEP es un instrumento orientado a garantizar la efectiva aplica-
ción del quinto principio cooperativo, como veremos, pero también el 
de todos los demás −especialmente el séptimo principio de interés por 
la comunidad45− puesto que es el elemento de financiación, reserva-
do por disposición legal, que resulta inembargable46, irrepartible e 
indisponible, para el desarrollo de los compromisos que conllevan los 
enunciados de los principios47, y que no tiene parangón con ningún 
sistema de retención financiera de cualquier otro tipo societario. Se 
trata de un fondo propio y característico de las sociedades cooperati-
vas, que le da identidad.

Sin embargo, tanto la dotación del fondo, con las cuestiones que 
se derivan de la obligación legal, o no, de contabilización separada 
de la actividad cooperativa y de la extracooperativa; como la concre-
ción legislativa de cuáles son los destinos a los que aplicar el FEP, son 
temas que, por no ser homogéneos en el ámbito autonómico, exigen 
reflexión.

5.1.	 La dotación del fondo de educación y promoción

En el régimen sustantivo y en el fiscal de las sociedades coopera-
tivas se prevé la necesidad de que existan, y se doten anualmente con 
cargo a los beneficios del ejercicio económico, dos fondos obligato-
rios: el fondo de reserva obligatorio –FRO–, y el fondo de educación 
y promoción cooperativa –FEP–. El FRO ha de dotarse con el veinte 
por ciento de los excedentes generados con la actividad cooperativiza-
da, y con el cincuenta por ciento de los beneficios extracooperativos 
y extraordinarios del ejercicio económico (art. 58.1 y 2 LCCOP). El 
FEP se dotará con el cinco por ciento de los excedentes cooperativos 
de cada ejercicio (art. 58.1 LCOOP); con el importe de las sanciones 

45  De hecho, el posible tercer destino del FEP previsto en la legislación nacional es 
“la promoción cultural, profesional y asistencial del entorno local o de la comunidad en 
general, así como la mejora de la calidad de vida y del desarrollo comunitario y las accio-
nes de protección medioambiental” (art. 56.1.c LCOOP).

46  Salvo para deudas que se hayan generado por acciones propias de la aplicación 
del mismo.

47  Vid. MARTÍN CASTRO, M.P., “V. Los Fondos Sociales”, en “Tratado de Derecho de 
Cooperativas. Tomo I”, PEINADO GRACIA (dir.), VÁZQUEZ RUANO (coord.), Valencia, 
Tirant lo Blanch, 2013, p. 650.
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económicas que se impongan por la cooperativa a sus socios (art. 56.4 
b LCOOP); y con el porcentaje que determinen los estatutos, en su 
caso, o que decida la Junta, sobre los beneficios extracooperativos y 
extraordinarios (arts. 56.4 a y 58.3 LCOOP).

El sistema de dotación de los fondos obligatorios exige distinguir 
distintos términos, con diverso contenido, relacionados con las ga-
nancias que se generan en la cooperativa: los excedentes, los retornos 
y los beneficios. El excedente será el resultado positivo procedente de 
la actividad cooperativa realizada por los socios; el retorno, la parte 
del excedente que la asamblea general decide repartir entre los socios; 
y beneficio, la ganancia procedente de contratar la sociedad con terce-
ros48. Se distingue, pues, en el régimen cooperativo entre lo que son 
excedentes y lo que se considera como beneficios.

La necesidad de dotación del FEP con porcentajes de los exceden-
tes y, en su caso, de los beneficios, como también sucede con el FRO, 
exige la llevanza de una contabilidad separada que refleje el desarro-
llo anual de la situación económica de la cooperativa respecto a la ac-
tividad cooperativizada, entre socios, y la extracooperativizada o con 
terceros. La duplicidad en la contabilidad en función del origen de la 
ganancia ha servido para “velar por la pureza no lucrativa de su cau-
sa”49, para que los cooperativistas solo dispongan de los beneficios 
(excedentes) obtenidos con su actividad mutualística, la realizada 
por y con ellos mismos, huyendo de la posibilidad de enriquecimien-
to del cooperativista con ganancias que no se obtengan directamente 
de su propia actividad cooperativizada. De hecho, en el marco legal 
que lo permita, si los estatutos prevén la no contabilización separada 
de los resultados cooperativos, conforme se establece en el artículo 
57.4 LCOOP, la cooperativa se convertirá en una cooperativa lucrati-

48  Sobre el particular, vid. VARGAS VASSEROT, C., et al, Derecho de las sociedades 
cooperativas. Régimen económico, integración, modificaciones estructurales y disolución, 
Madrid, La Ley, 2017, p. 157 y s., con el matiz de que los retornos “son parte de los exce-
dentes… que se devuelven… en proporción a la cantidad y/o calidad de su participación 
en la actividad cooperativizada”, tal y como señalan FAJARDO, G., et al, “El nuevo grupo 
de estudio en Derecho cooperativo europeo y el proyecto “Los principios del Derecho coo-
perativo Europeo”, CIRIEC-España, Revista Jurídica de Economía Social y Cooperativa, 
núm. 24, 2013, p. 350.

49  Vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., “Régimen económico de las sociedades 
cooperativas en el marco de la nueva Ley General de Cooperativas de 16 de julio de 1999 
(BOE de 17 de julio)”, Revista de Derecho de Sociedades, núm. 13, Madrid, ob. cit., 1999, 
p. 211.
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va50, que en el ámbito tributario supondrá la pérdida de la considera-
ción de cooperativa fiscalmente protegida51 (Disposición Adicional 6ª 
LCOOP, y art. 13.10 LRFC).

Esta previsión jurídica y contable de distinción de actividad coo-
perativizada y extracooperativizada, ha ido desapareciendo, además 
de en la normativa estatal (art. 57.4 LCOOP), en distintas legislacio-
nes autonómicas. Empezó esta posibilidad con la derogada Ley vasca 
de cooperativas de 1993, que dejó de obligar a la llevanza de una con-
tabilidad separada pudiendo estar unificada, sin necesidad de distin-
guir entre excedentes y beneficios, previsión legal que se mantiene en 
la vigente Ley de Cooperativas de Euskadi (art. 69 LCPV). Para esta 
norma autonómica, toda ganancia que se genera en la cooperativa 
es excedente. En la Ley Andaluza de Cooperativas de 2011, también 
prevé la posibilidad de una contabilización única para todos los re-
sultados cooperativos (art. 67 LCAND), al igual que se determina en 
la Ley Cántabra, haciendo una advertencia sobre el alcance fiscal de 
la medida de contabilización única (art. 70.4 LCCAN). El legislador 
valenciano también prevé la posibilidad de que haya una contabili-
dad única, sin distingo entre excedentes y beneficios siempre que los 
estatutos sociales establezcan que la totalidad del excedente neto se 
destinará a patrimonio irrepartible (art. 65.3 LCCV). Y el legislador 
canario, señala que “en caso de optar por contabilizar conjuntamente 
los resultados de la cooperativa, una vez deducidas las pérdidas de 
cualquier naturaleza de ejercicios anteriores y antes de la considera-
ción del impuesto de sociedades, debe destinarse, al menos, el por-
centaje previsto para los resultados cooperativos” (art. 75.2 LCIC). La 
tendencia a la unificación52 de la contabilidad y la consideración de 

50  LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., cuando se da la circunstancia de que una coope-
rativa no lleve una contabilidad separada de sus operaciones cooperativas y extracoope-
rativas, en un principio la califica, directamente, sin mención alguna a la tipología coope-
rativa, como “sociedad lucrativa”, aunque, posteriormente ya si habla de las “cooperativas 
con ánimo de lucro” en “Régimen económico de las sociedades cooperativas…”, ob. cit., 
1999, p. 212.

51  La pérdida de la protección fiscal por esta causa, en palabras de JULIÁ IGUAL, 
J.F. Y GALLEGO SEVILLA, L.P., “ahora que se admite la presencia de socios inversores 
y figuras intermedias tales como la cooperativa mixta, parece a todas luces excesiva”, en 
“Principios Cooperativos…”, ob. cit., 2003, p. 258.

52  En contra de esta tendencia, el Grupo de Estudio en Derecho Cooperativo 
Europeo –Study Group on European Cooperative Law– (SGECOL), que a la hora de ela-
borar el proyecto “Los principios del derecho cooperativo europeo” (PECOL) prevé para 
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toda ganancia que se genera en la cooperativa como excedente, hace 
que se pueda identificar el denominado excedente en las cooperativas 
con el beneficio en las sociedades de capital, así como los retornos 
con los dividendos en las sociedades capitalistas, aunque existe una 
diferencia clara entre ambos, que “radica exclusivamente en la forma 
de distribución” de la ganancia a los socios, que se hace en función de 
la actividad desarrollada y no por la inversión53.

5.2.	 El destino del Fondo de Educación y Promoción

En el régimen jurídico nacional, conforme se dispone en el artícu-
lo 56.1 LCOOP54, las finalidades del FEP se pueden agrupar en tres ca-
tegorías: actividades relacionadas con el cooperativismo; las relativas 
a la actividad de la sociedad; y las de interés general.

Sin embargo, en el espectro de la legislación autonómica, las fina-
lidades que legalmente se prevén para la aplicación del FEP, aunque 
mayoritariamente coinciden básicamente con las señaladas en el ré-
gimen nacional55, suelen ser más numerosas y concretas, ampliando 
los fines a igualdad de género, conciliación familiar, prevención de 
riesgos, sostenibilidad o responsabilidad social56. Estos fines están 

las cooperativas de carácter mutual, cuando realicen actividades cooperativizadas con 
no socios, que “Cuando […] realicen actividades cooperativizadas con no socios deberán 
mantener una contabilidad separada de estas operaciones, y también podrán hacerlo así 
las cooperativas de interés general”. Vid. FAJARDO, G., et al en “El nuevo grupo de estu-
dio en derecho cooperativo…”, ob. cit. 2013, p. 350.

53  Vid. VARGAS VASSEROT, C., et al, Derecho de las sociedades cooperativas. 
Régimen económico…, ob. cit., 2017, p. 158.

54  Dispone el art. 56.1 LCOOP, que “El fondo de educación y promoción se destina-
rá, en aplicación de las líneas básicas fijadas por los Estatutos o la Asamblea General, a 
actividades que cumplan alguna de las siguientes finalidades: a) La formación y educa-
ción de sus socios y trabajadores en los principios y valores cooperativos, o en materias 
específicas de su actividad societaria o laboral y demás actividades cooperativas. b) La 
difusión del cooperativismo, así como la promoción de las relaciones intercooperativas. 
c) La promoción cultural, profesional y asistencial del entorno local o de la comunidad en 
general, así como la mejora de la calidad de vida y del desarrollo comunitario y las accio-
nes de protección medioambiental”.

55  Como la legislación cántabra (art. 74.1 LSCA); la asturiana (art. 101.1 LCPA); o la 
navarra (art. 51.3.b LFCN).

56  Normas autonómicas como la de Andalucía (art. 71.3 y .4 LSCA); la de Aragón 
(art. 59.4 LCA); la de Baleares (art. 96.1 LCIB); la de Castilla y León (art. 72.1 LCCL); la de 
Extremadura (art. 84.4 LSCE), la de Galicia (art. 68.2 LCG); o la de La Rioja (art. 76.1 LCLR),
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relacionados, de una u otra manera, con el ámbito profesional, eco-
nómico y empresarial. Pero hay legislaciones autonómicas que incor-
poran finalidades del FEP a objetivos que, a priori, difícilmente serían 
englobables en el planteamiento legislativo nacional, y en el ámbito 
puramente profesional o empresarial. Así, por ejemplo, en el régimen 
andaluz, el catalán, el castellano-manchego, el madrileño, el valencia-
no, el balear, o el murciano, uno de los destinos del FEP es la promo-
ción de actividades culturales para socios, trabajadores, entorno lo-
cal, o la comunidad (arts. 71.4.d LSCA, 85.1.c LCC, 91.1 LCC-LM, 62.1 
LCM, 72.1 LCCV, 96.1.c LCIB, 76.1.c LCRM); o en la ley vasca, una de 
las finalidades que pueden perseguirse con la aplicación de la “con-
tribución para la educación y promoción cooperativa y otros fines de 
interés público” –el FEP– es: “d) La promoción del uso del euskera” 
(art. 71.4.d LCPV).

Los problemas que genera el destino del fondo de educación son 
muy variados como consecuencia de la disparidad de normativa sus-
tantiva autonómica sobre sus destinos. Efectivamente, la acomodación 
de la normativa autonómica con la fiscal de ámbito estatal57 no siempre 
ha sido fácil58. La jurisprudencia de los distintos tribunales nacionales, 
siguiendo el principio de interpretación restrictiva de las normas relati-
vas a beneficios tributarios (SSTS 26/05/2016; 28/04/2005; o 13/04/2000, 
entre otras muchas), suele confirmar el criterio de la Administración 
tributaria, limitando mucho la casuística del destino del FEP, lo que 
exige de una esmerada labor de interpretación y acomodación de las 
decisiones que se adopten en la Asamblea de cada cooperativa para 
la aplicación del fondo, tanto a la normativa autonómica correspon-
diente, como a la interpretación de la Administración tributaria de cuál 
pueda ser la correcta aplicación del mismo.

El problema esbozado sobre el destino del FEP es, como se ha 
dicho, el variado régimen jurídico autonómico que lo contempla y la 
interpretación que la administración competente, de ámbito nacio-
nal, incluso la de los Tribunales, hacen de la corrección de su desti-

57  Aunque hay que tener presente la falta de unidad normativa en materia tributaria 
con los regímenes forales de los Territorios Históricos del País Vasco y de la Comunidad 
Foral Navarra.

58  Vid. ALGUACIL MARÍ, M.P., “Consecuencias fiscales de la incorrecta aplicación 
del Fondo de Educación y Promoción”, CIRIEC-España, Revista Jurídica de Economía 
Social y Cooperativa, núm. 24, 2013.
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no. Una incorrecta aplicación del FEP “dará lugar, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 3 del artículo 13 –pérdida de la condición de 
cooperativa fiscalmente protegida–, a la consideración como ingreso 
del ejercicio en que aquélla se produzca del importe indebidamente 
aplicado” (art. 19.4 LRFC).

El que las cooperativas vascas puedan destinar su FEP a la pro-
moción del uso del euskera, o que las baleares, catalanas y valencia-
nas, con el paraguas del fin de la promoción de actividades culturales 
con el entorno local y la comunidad, también puedan dedicarlo a la 
promoción de su idioma autonómico sin perder el carácter de coope-
rativa especialmente protegida, parece un agravio comparativo con 
las gallegas que no sean de crédito (art. 68.2.f LCG), que difícilmente 
podrán, sin riesgo de sanción, aplicar el FEP a la promoción del suyo 
propio.

5.2.1.	 El destino del FEP en la educación y formación de socios

El destino del FEP en educación y formación de socios, no pa-
rece que debiera conllevar muchos problemas de interpretación. Sin 
embargo, no es escasa la casuística entorno a la aplicación del FEP a 
acciones que, por la Administración Tributaria, corroborada por los 
tribunales, han supuesto expedientes sancionadores de cuantía im-
portante para algunas cooperativas: la financiación de viajes para so-
cios y trabajadores. La interpretación administrativa y judicial sobre 
este particular ha sido uniforme en la exclusión del destino del fondo 
a viajes de los socios, directivos y trabajadores si “se destinaba a las 
múltiples visitas turísticas organizadas” (SAN de 21/07/2016). Pero 
el concepto de turismo, cada vez tiene un mayor alcance. El turismo 
de negocios, de congresos o eventos, podrían ser un buen destino del 
FEP. Más difícil sería la aceptación de la aplicación del FEP a activi-
dades del denominado turismo cultural, y más aún, al de ocio. Pero 
cultura y ocio, en todas sus manifestaciones, son una parte relevante 
de la educación integral. Con la visión amplia de la actividad turís-
tica reseñada, incluso un viaje organizado para los cooperativistas a 
una ciudad como Las Vegas59, tendría un fin educativo, y consecuente-
mente, acomodo en el principio de educación cooperativo.

59  Para la actividad más reconocida de esta ciudad.



Antonio José Macías Ruano

542

A nivel autonómico, aquellas comunidades que su legislación 
prevé como finalidad del FEP la promoción de actividades culturales 
para socios y trabajadores (Cataluña, Comunidad de Madrid, Castilla 
La Mancha, Comunidad Valenciana, Islas Baleares, Región de Murcia 
y Canarias), la aplicación del fondo a viajes de turismo cultural po-
dría encajar en la interpretación restrictiva de los beneficios fiscales 
señalada, pero no así en caso de viajes de turismo de ocio. Y está bien 
que así sea. El alcance del término “educación”, en un sentido amplio 
debe quedar limitado a la “educación cooperativa”, con el alcance que 
suponga “la dedicación intelectual de miembros, líderes electos, ad-
ministradores y empleados, para que aprehendan plenamente la com-
plejidad y riqueza del pensamiento y de la acción cooperativas, así 
como su impacto social”60. Sin embargo, la delimitación del alcance 
de la finalidad vista desde la óptica de la ACI, no coincide61 con la 
actividad llevada a cabo, inicialmente, por los Pioneros de Rochdale, 
que invertían en pura educación y cultura de sus socios y familiares, 
fuera del marco profesional, económico o empresarial62, dado que “la 
educación estaba concebida como herramienta básica para la trans-
formación”63 más allá de la propia empresa.

Otra cuestión sobre la que surgen dudas es la posibilidad contem-
plada en las distintas legislaciones nacionales a que se pueda destinar 
el FEP a acciones fuera del estricto marco societario, y que no se co-
rresponde con la información al exterior del modelo cooperativo, ni a la 
educación, formación interna, ni a la promoción sino para “la promo-

60  Vid. ACI, Notas de orientación…, ob. cit., 2015, p. 65.
61  Aunque la ACI sí justifica que en países donde la cultura y la educación sea ma-

nifiestamente insuficiente, “donde muchas personas carecen de oportunidades de recibir 
educación formal o cuyos miembros fracasaron en sus estudios pueden verse en la nece-
sidad ofrecer aptitudes básicas de alfabetización y de aritmética a sus miembros para que 
estos puedan participar plenamente en la cooperativa”. Vid. ACI, Notas de orientación…, 
ob. cit., 2015, p. 64.

62  Vid. HOLYOAKE, G.J., Historia de los pioneros…, ob. cit., 2020, pp. 145-152.
63  Vid. CRACOGNA, D., “El principio de educación…”, ob. cit., 2020, p. 24. De 

hecho, como afirma la ACI, en el contexto histórico de los pioneros de Rochdale, estos 
“vivían en sociedades en las que la educación estaba reservada a los privilegiados. Por 
aquel entonces se percataron de que, al igual que hoy, la educación era fundamental para 
transformar la vida de las personas. Es la clave de la ilustración y el progreso social. 
Los primeros cooperativistas reconocieron la responsabilidad que tenían de educar a los 
miembros y a sus familias destinando a educación parte del excedente repartible de la 
actividad comercial de la cooperativa”. Vid. ACI, Notas de orientación…, ob. cit., 2015,  
p. 63.
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ción cultural, profesional y asistencial del entorno local o de la comuni-
dad en general, así como la mejora de la calidad de vida y del desarrollo 
comunitario y las acciones de protección medioambiental” (art. 56.1.c 
LCCOP). En normativa autonómica, el contenido de este destino se ha 
diversificado, y a modo de ejemplo, en la andaluza se ha concretado en 
“la promoción de actividades orientadas a fomentar la sensibilidad por 
la protección del medio ambiente y el desarrollo sostenible” (art. 71.4.f 
LSCA). El tenor de este tipo de normas no señala que la sensibiliza-
ción en materia de sostenibilidad sea para el socios, directivos o traba-
jadores de la cooperativa, por lo que puede destinarse, como señala la 
norma estatal, al entorno exterior de la cooperativa. Tampoco se trata 
de una promoción, al menos directa, del modelo cooperativo, o de la 
propia cooperativa. Este tipo de finalidades formativas podrían encua-
drarse en el séptimo principio cooperativo de interés por la comunidad, 
pero, siendo formativas, no se identifican con el quinto principio de 
educación, formación e información cooperativa.

¿Hasta dónde debe llegar la puesta en práctica del principio de 
educación y formación en el destino del instrumento financiero pre-
visto para su promoción? La falta de unicidad de las legislaciones au-
tonómicas sobre la aplicación del FEP, y la restrictiva interpretación 
legal en materia tributaria hace difícil la determinación del alcance 
del quinto principio cooperativo.

En cualquier caso, dado que la instrumentalización del FEP es un 
recurso de primer orden para la puesta en práctica del principio, para 
clarificar y orientar la aplicación del fondo de forma homogénea en 
todo el Estado, dado que a nivel estatal se regulan los requisitos del 
FEP y las consecuencias de su mal empleo (arts. 13 y 19 LRFC), sería 
bueno que se dictara una norma en el marco de las competencias de 
la Administración Tributaria, que es quien califica el adecuado uso del 
fondo, que determine los ámbitos y límites de su aplicación, para que 
las cooperativas tengan claras las fronteras de su uso, y no se produz-
can diferenciaciones en la aplicación de exenciones fiscales por el desti-
no del FEP dada la variedad de fines que a nivel autonómico se prevén.

5.2.2.	 El destino del FEP en la información al exterior

En la normativa estatal, el destino del FEP para el cumplimiento 
del quinto principio cooperativo en lo referente a informar “al público 
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en general, en especial a los jóvenes y a los líderes de opinión, sobre 
el carácter y las ventajas de la cooperación”, se recoge en el art. 56.1.b 
LCOOP, cuando lo concreta en “la difusión del cooperativismo”64.

La labor de difusión exige una labor expositiva, y, sobre todo, ex-
plicativa, ligada directamente a la educación. Hay que mostrar y ex-
plicar el por qué, y el para qué, del modelo cooperativo para cumplir 
con la labor informativa que requiere el principio cooperativo. Se tra-
ta de educar al público en general sobre el modelo cooperativo.

La educación universal se convirtió en una obligación pública con 
el paso del Antiguo Régimen al Estado Liberal. Fue en el preámbulo 
de la primera constitución republicana francesa, de 1793, donde se in-
serta la que sería la segunda Declaración de los Derechos del Hombre, 
en cuyo artículo 22, señalaba que “la instrucción es una necesidad co-
mún: la sociedad debe favorecer con todo su poder el progreso de la ra-
zón pública y poner la instrucción al alance de todos los ciudadanos”65. 
Luego, dependiendo del país, desde el segundo tercio del siglo XIX66 se 
fueron publicando distintas normas para reconocer y potenciar la edu-
cación universal, pero lo cierto es que aun es un objetivo a conseguir67. 
Centrados en España, fue con la Constitución de 1812 donde se dedica 
el Título IX (arts. 366 a 371) a la instrucción pública, centrada, la prima-
ria, en leer, escribir, contar, el catecismo y las obligaciones civiles (art. 
366), y para las universidades donde se enseñe las ciencias eclesiásticas 
y políticas, se exige la instrucción en materia constitucional (art. 368). 
Luego, la primera norma sobre educación obligatoria comenzó con la 
denominada Ley Moyano, de 185768, a esta la siguieron otras espacial-

64  A nivel autonómico, también se recoge de forma específica este fin del FEP: art. 
59.4 LCA; art. 85.1.c LCC; art. 74.1.b LCCAN; art. 72.1 LCCL; art. 91.1 LCC-LM; art. 62.1 
LCCM; art. 72.1.c LCCV; art. 84.4.d LCE; art. 68.2.e LCG; art. 96.1.b LCIB; art. 78.1.b 
LCIC; art. 76.1.e LCLR; art. 101.1 LCPA; art. 72.1.c LCPV; art. 76.1.b LCRM; art. 51.3.b 
LFCN, art. 71.4.d LSCA.

65  https://www.conseil-constitutionnel.fr/les-constitutions-dans-l-histoire/
constitution-du-24-juin-1793.

66  La política educativa pública fue pionera en Inglaterra a partir de 1802, aunque 
fue a partir de los años treinta del siglo XIX cuando empezaron a publicarse normas 
como la Ley de Educación de 1833, que fue el comienzo del sistema educativo estatal 
británico. Vid. BETANCOR CURBELO, D., en “El pensamiento filosófico-social en torno 
a la legislación inglesa de asistencia pública (Poor Laws)”, Revista de Ciencias Jurídicas, 
1995, p. 29.

67  Vid. https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/education/.
68  Vid. SEVILLA MERINO, D., en “La Ley Moyano y el desarrollo de la educación 

en España”, Ethos educativo, vol. 40, 2007, passim.

https://www.conseil-constitutionnel.fr/les-constitutions-dans-l-histoire/constitution-du-24-juin-1793
https://www.conseil-constitutionnel.fr/les-constitutions-dans-l-histoire/constitution-du-24-juin-1793
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/education/
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mente relevantes, como la L 27/1964, o la L 14/1970, donde señala que 
la reglamentación de todas las enseñanzas y la concesión o reconoci-
miento de los títulos correspondientes es competencia del Gobierno 
(art. 4.e L 14/1970). Con la llegada de la democracia, las comunidades 
autónomas asumen competencias en materia de educación, y en la LO 
8/1985 (LOGSE), se contempla la responsabilidad compartida entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas en esta materia. A partir de ahí 
se van suceden distintas normas para regular el sistema educativo en 
España −LO 1/1990 (LOGSE); la LO 2/2006 (LOE)−. La fijación de los 
contenidos de la educación lo mantiene el Gobierno de la nación, pre-
via consulta a las Comunidades Autónomas (at. 6.3. LO 2/2006), pero 
son las Administraciones educativas −autonómicas– quienes estable-
cerán el currículo de las distintas enseñanzas (art. 6.5 LO 2/2006).

Para la incorporación del modelo cooperativo en la educación obli-
gatoria en España se requiere de la constante influencia de las entida-
des representativas del sector. Tal influencia debería hacerse a nivel 
autonómico, e incluso particular con cada centro escolar para el desa-
rrollo de actividades formativas de promoción del cooperativismo. Es 
cierto que la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (UNESCO), se ha preocupado, y ocupado, del 
fortalecimiento de la educación del cooperativismo en las escuelas 
de América Latina en el período 2021-202369, pero se corresponde 
con una iniciativa puntual auspiciado por un grupo cooperativo de 
seguros argentino. Este tipo de acciones puntuales son las que exige 
el principio cooperativo de información desde el sector cooperativo. Y 
otra labor, quizá de mayor incidencia, que requiere el quinto principio 
es la influencia institucional general a las Autoridades educativas para 
la incorporación del modelo cooperativo en la enseñanza reglada.

En el ámbito de la formación superior universitaria, la limita-
ción en la oferta formativa está ligada, y es reflejo, del apoyo y cola-
boración del sector profesional cooperativo. Sin pretender mermar 
la responsabilidad de las instituciones académicas en torno al con-
tenido de la formación que se ha de ofertar para el desarrollo per-
sonal, profesional y económico del entorno70, y destacando la co-

69  https://www.unesco.org/es/articles/educar-sobre-el-cooperativismo-en-las-escuelas.
70  De hecho, “una de las funciones de la Universidad, utilizando las palabras del 

Quinto Principio Cooperativo, «es informar al público, y especialmente a los jóvenes y 
a los líderes de opinión, de la naturaleza y beneficios de la cooperación»”. Vid. GADEA 

https://www.unesco.org/es/articles/educar-sobre-el-cooperativismo-en-las-escuelas
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laboración institucional y financiera de algunas cooperativas y de 
entidades de integración cooperativa con la creación y dotación de 
cátedras71, lo cierto es que, pese a la exigencia que el quinto prin-
cipio cooperativo impone a las cooperativas en torno a la informa-
ción al exterior de su modelo, realmente son relativamente escasas 
las inversiones en formación universitaria y profesional provenien-
tes desde el sector.

A nivel institucional, legislativo y doctrinal se ha insistido en la 
necesidad de que se proceda a una educación cooperativa, además 
de en los estudios primarios y secundarios, en los universitarios y de 
postgrado; el procurar la creación de Instituciones de educación supe-
rior de enseñanza cooperativa; potenciar la investigación académica y 
la colaboración en la misma; y publicitar el significado de la empresa 
cooperativa, facilitando datos y estadísticas de empleo, resultado de la 
acción cooperativa72. Pero el mayor impulso y la máxima implicación, 
debe venir desde el sector cooperativo.

Puede que no sea fácil ver el efecto de la inversión en educación y 
formación del entorno social en el modelo cooperativo, básicamente 
por una cuestión de falta de inmediatez de los resultados. Pero, igual 
que sucedió a principios del siglo XIX con la divulgación de ideas 
como las de Owen, Buchez, Fourier, y tantos otros, que dieron lugar 
al nacimiento del movimiento cooperativo, solo con inversión en la 
divulgación del modelo se conseguirá su puesta en valor y proyección 
en la actividad económica. Esa es una labor propia de las entidades de 
integración representativa cooperativa (art. 120.1 LCOOP), pero tam-
bién de todas y cada una de las sociedades cooperativas, en la medida 
de sus posibilidades. Y para ello cuentan con el instrumento de finan-
ciación legal: el FEP.

SOLER, E., “Universidad y Cooperativismo. Delimitación del Concepto de Cooperativa 
en una Sociedad Democrática avanzada: Referencia a los Principios Cooperativos y a su 
discutida vigencia”. Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 
42, 2018, p. 37.

71  Como la Cátedra Cajamar de Economía Social de la Universitat Politècnica de 
València, que fue creada en 2013 con el objetivo de desarrollar actividades de fomento, 
estudio, difusión y formación en el área del cooperativismo agrario y la economía social, 
bajo la dirección del Centro de Investigación en Gestión de Empresas (CEGEA) de la 
UPV. Vid. http://www.upv.es/contenidos/CCAJAMAR/

72  Vid. MARTÍNEZ CHARTERINA, A. “El principio cooperativo de educación…”, 
ob. cit., 2020, pp. 144-145.

http://www.upv.es/contenidos/CCAJAMAR/
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5.2.3.	 El destino del FEP en el concurso de la cooperativa

Otra cuestión de especial relevancia en torno al destino del FEP 
es la naturaleza del mismo en situación concursal. Como principio 
jurídico y contable hay que señalar que este fondo debe ser excluido 
de los fondos propios, puesto que, aunque existen diversas posturas 
doctrinales, lo cierto es que “se trata de un patrimonio vinculado y 
gestionado, en principio, por la cooperativa. Pero patrimonio intoca-
ble, excepto para los fines previstos en la ley. No constituye garantía 
frente a los acreedores de la entidad, salvo por las deudas contraídas 
en aplicación de sus funciones, por lo que no puede considerarse par-
tida integrante de los fondos propios del pasivo del balance”73. Esta 
peculiaridad hace que a la hora de formar la masa activa de la coo-
perativa en situación concursal, tal partida no se incluya como parte 
de la misma, ni sirva para satisfacción o pago de acreedores, puesto 
que “incluso en el caso de liquidación de la cooperativa –en proceso 
concursal–, los activos en los que se encuentra materializado –como 
puede ser la deuda pública– tendrán también la misma calificación, 
por lo que deben separarse de la masa activa, ya que no pueden servir 
a la satisfacción colectiva de los acreedores”74.

Siendo así, el importe del FEP, o la realización de los productos 
financieros en los que se haya invertido este, como puede ser la deuda 
pública, no podrá servir para saldar deudas de la relación de acree-
dores de la concursada, salvo que se tratara de acreedores de la coo-
perativa por acciones formativas que se hayan realizado en su seno, 
y siempre que las mismas sean encuadrables en las que la normativa 
fiscal y sustantiva prevé como destino del fondo, pudiéndose crear así 
un crédito especialmente privilegiado fuera de la masa activa de la 
cooperativa concursada para estos posibles acreedores, y cuyo crédi-
to, en caso de insuficiencia de tales fondos, será considerado como or-
dinario por la diferencia75. En caso de que no existieran estos crédi-

73  Vid. CUBEDO TORTONDA, M., “La contabilidad de las cooperativas al día”, 
CIRIEC-España, Revista de Economía Pública, Social y Cooperativa, núm. 45, 2003, p. 24.

74  Vid. ITURRIOZ DEL CAMPO J. y MARTÍN LÓPEZ, S., “Algunas especialidades 
financieras del concurso de acreedores de la sociedad cooperativa”, Anuario de Derecho 
Concursal, núm. 19, 2010-1, p. 197.

75  Vid. MATEOS RONCO, A., “Los procesos concursales en sociedades cooperati-
vas. Especificidades en la información económico-financiera”, CIRIEC-España, Revista 
de Economía Pública, Social y Cooperativa, núm. 60, 2008, p. 238.
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tos pendientes, el FEP estará ausente de la masa activa del concurso76 
y, dependiendo de su régimen jurídico autonómico, si la cooperativa 
se liquida, el importe se pondrá a disposición de la Administración 
pública autonómica, del organismo semipúblico de promoción coo-
perativa de la comunidad, o de la entidad de integración representa-
tiva que le corresponda77, “que lo destinará de modo exclusivo a la 
promoción de las sociedades cooperativas” (art. 82.1.d LSCA), dando 
cumplimiento al contenido del quinto principio cooperativo para la 
educación, formación e información al exterior.

6.	 LA FORMACIÓN PROFESIONAL COOPERATIVA

De la regla de oro del cooperativismo, el interés por la cualifica-
ción, en lo que respecta a los trabajadores, ha sido una preocupación 
relativamente reciente en el marco de la actual Unión Europea. Con la 
firma del Tratado de Roma en 1957, sus miembros pretendían el esta-
blecimiento de un mercado común, con lo que el interés y preocupa-
ción se derivaba, aunque con escasa intensidad, hacia los elementos 
integrantes del mercado, entre ellos, los trabajadores, pero solo para 
garantizar su libre circulación. Con la publicación de los distintos tra-
tados y directivas en el seno de la Unión, se ha manifestado, más allá 
de aquella preocupación, un interés en lo personal y profesional, bus-
cando la mejora y calidad del empleo.

En cualquier caso, al margen de la determinación de cuáles hayan 
de ser los parámetros para calificar el empleo como de calidad, lo cierto 
es que, desde la óptica europea, tanto la competitividad, como el em-
pleo de calidad se ha de basar en el conocimiento, y ligado a ese co-
nocimiento está la formación profesional continua para trabajadores. 
Este enfoque es particularmente relevante en el ámbito de la economía 
social, tal y como se afirma en la Resolución del Parlamento Europeo, 
de 19 de febrero de 200978, extensible, por tanto, al ámbito cooperativo.

76  Vid. ITURRIOZ DEL CAMPO J. y MARTÍN LÓPEZ, S., “Algunas especialidades 
financieras…”, ob. cit. 2010, p. 206.

77  Arts. 69.e LCA; 106.1 LCCA; 97.2.a LCCAN; 93.2.a LCG; 113.1 LCIB; 100.2.a 
LCIC; 94.2.a LCCL; 118.2.a LCC-LM; 99.2.a LCLR; 98.2.a LCCM; 82.6 LCCV; 124.d LCE; 
127.2.c LCPA; 98.2.a LCPV; 102.2.a LCRM; 63.2.e LFCN; y 82.1.d LSCA.

78  Considerando E de la Resolución 2008/2250(INI): “Los valores de la economía 
social son muy coherentes con los objetivos comunes de inserción social de la Unión 

https://oeil.secure.europarl.europa.eu/oeil/popups/ficheprocedure.do?lang=fr&reference=2008/2250(INI)
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El contenido dado por la ACI al quinto principio cooperativo de 
educación y formación, además de incluir la de los socios y directivos, 
señala a los empleados como destinatarios de esta actividad de mejo-
ra y capacitación profesional, es decir, la de todos los implicados en la 
actividad de la cooperativa79. La legislación nacional positiva señala, 
de forma explícita: “El fondo de educación y promoción se destinará 
[…] a) La formación y educación de sus socios y trabajadores en los 
principios y valores cooperativos, o en materias específicas de su acti-
vidad societaria o laboral” (art. 56.1 LCOOP).

El interés del legislador nacional por la formación y cualificación 
de los trabajadores de las empresas, habiéndose contemplado como 
una herramienta óptima para materializar el trabajo decente80, no 
ha sido exclusivo, ni excluyente, de ninguna tipología de empresa, 
y se remonta al origen de la Formación Profesional81. El inicio de la 
Formación Profesional en España puede fijarse con la publicación de 
dos estatutos: el Estatuto de Enseñanza Industrial de 1924, en el que 
se establecen “las bases de la separación formal y real entre la ense-
ñanza general y las enseñanzas profesionales, así como la margina-
ción de estas últimas de la población agrícola”82; y con el Estatuto de 
Formación Profesional de 1928, que es “donde arranca el estableci-
miento de un sistema de enseñanzas profesionales y una red de cen-
tros destinados a tal efecto”83. De estas enseñanzas se haría cargo el 
Ministerio de Trabajo hasta 1931, en el que tomaría las competencias 
el denominado “Ministerio de Instrucción Pública”, y “encomendada 
a Patronatos locales y provinciales, constituidos por medio de Cartas 
Constitucionales […] quedando emplazados los Ayuntamientos 

Europea y que el trabajo digno, la formación y la reinserción también deben estar vincu-
lados a ellos”.

79  Vid. RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, A.R., “Educación, formación…, ob. cit., 2018, p. 122.
80  Vid. LÓPEZ RODRÍGUEZ, J., “La promoción del trabajo decente a través del 

principio cooperativo de educación, formación e información”. Boletín de la Asociación 
Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 58, 2021, p. 131.

81  En el trabajo publicado por la Organización de Estados Iberoamericanos para 
la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “El sistema de Formación Profesional español”, 
se hace un recorrido histórico del origen y situación actual de la Formación Profesional en 
España, tomando datos del Centro Europeo para el Desarrollo de la Formación Profesional 
(CEDEFOP): http://www.oei.es/etp/sistema_formacion_profesional_espana_cedefop_cap3.pdf

82  Vid. FERNÁNDEZ DE PEDRO S. y GONZÁLEZ DE LA FUENTE, A., “Apuntes 
para una historia de la Formación Profesional en España”, Revista de Educación, núm. 
239, Madrid 1975, p. 81.

83  Ibidem, pp. 81-82.

http://www.oei.es/etp/sistema_formacion_profesional_espana_cedefop_cap3.pdf


Antonio José Macías Ruano

550

y Diputaciones, en colaboración con el Ministerio de Economía 
Nacional para su financiación”84.

El desarrollo de la formación profesional y de la formación conti-
nua para trabajadores y desempleados –actualmente con la termino-
logía de formación profesional para el empleo85–, ha corrido un largo 
y reglamentado camino86. Actualmente ofrece diversas opciones para 
la formación de cualquier trabajador de cualquier empresa: la sub-
vencionada con ofertas formativas transversales o sectoriales; la bo-
nificada, con cargo a los créditos de formación anual que se asigna a 
cada empresa en función de parámetros cuantitativos de trabajado-
res y cuyo coste se compensa con las cotizaciones empresariales a la 
Seguridad Social; o los denominados permisos individuales de forma-
ción (art. 29 RD 694/2017). En lo que respecta al ámbito cooperativo, 
sus trabajadores pueden acogerse a todas estas opciones, incluyendo 
la subvencionada para la formación de los trabajadores de la econo-
mía social (arts. 5 LES y 23 RD 694/2017). Las cooperativas también 
pueden invertir en formación para sus trabajadores con cargo a su 
cuenta de resultados, como pueden hacer las sociedades capitalistas. 
Pero las sociedades cooperativas difieren de las sociedades capitalis-
tas en la generación de un fondo obligatorio que exige, entre otros 
posibles destinos, el de la formación de sus trabajadores, lo que, entre 
otros efectos, las debería hacer más competitivas, más innovadoras, 
aunque, en realidad, tal carácter lo dan sus miembros y el interés en 
su formación, no la forma jurídica de la empresa.
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